
TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Improcedencia por prematura presentación de la tutela, se encuentra pendiente el trámite de impedimento

“(…) si lo que se solicita, es que se ordene al Juzgado Segundo Civil del Circuito que se pronuncie sobre una aparente solicitud para que se le indique si existe renuencia, lo cierto es que con la decisiones adoptadas por este despacho, en las que desechó el impedimento declarado por su homólogo (…), se imposibilita de su parte cualquier otro pronunciamiento, máxime cuando se dispuso remitir las actuaciones al superior para que se resuelva lo pertinente.”

ACCIÓN DE TUTELA/ No es un medio para elevar quejas disciplinarias/ Improsperidad cuando no se acredita la vulneración alegada

“(…) Como eso es así de claro, no corresponde a esta Colegiatura definir cuestiones que son de carácter disciplinario, que es a lo que se refiere la aludida ley, y para formular la denuncia que estime pertinente tiene el accionante abierto el camino bien ante el superior funcional de la Defensoría acusada, o bien ante la Procuraduría General de la Nación.   

(…) no se ha demostrado que para promover la presente acción, el señor Arias Idárraga hubiese elevado alguna solicitud y se le hubiera negado; y no podría pensarse que se trate de cualquier gestión genérica realizada con anterioridad, pues eso implicaría (…) que habría más de una tutela por los mismos hechos y derechos, contra una sola entidad, como parece ser que ya ocurre (…) Adicionalmente, si no se entendiera que el reclamo tiene que ver con este específico asunto, se llegaría al absurdo de una acumulación de pretensiones contra dos sujetos completamente diferentes, por hechos que carecen de conexidad y en la búsqueda de unas declaraciones distintas respecto de cada uno.”  


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo
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Acta N° 386 de agosto 12 de 2016
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, promovida por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira y la Defensoría del Pueblo de Caldas, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público y la  Defensoría del Pueblo Regional Risaralda.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, en la que aduce violación de los derechos “al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca. Y pide que “Se orden –sic-al tutelado decretar nulidad del auto por el cual remitió mi acción a otro despacho… y Admitir mi acción de manera INMEDIATA … que se abstenga nuevamente de generar este tipo de controversias…”; que se aporte copia de la tutela a la acción popular; se escanee copia de este libelo y del fallo a un correo electrónico; que se disponga el trámite de acción de tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, para determinar si posiblemente viola la Ley 734 de 2002 al negarse a impetrar libelos similares a su nombre y se le conmine a cumplir su función deber; se ordene a la demandada aportar copia de todos los documentos que solicitó en sus pruebas, para que obren en esta tutela.
 



Dijo en su escrito que la Defensora del Pueblo en Caldas, se niega a promover tutelas a su nombre, incumpliendo su deber función. Además, que presentó acción popular, anotada en el despacho judicial accionado con el número de radicación “2015-516”, la cual fue rechazada por falta de competencia, mas olvidó la funcionaria que se apoyó en un conflicto resuelto por la Corte Suprema de Justicia; presentó reposición y en subsidio apelación, para que se tramitara en el domicilio de la entidad accionada en la ciudad de Pereira, pero se mantuvo la decisión y se negó su impulso en el lugar escogido a prevención, según lo señalado por el artículo 16 de la Ley 472 de 1998 y el juzgador no puede convertirse en el sucedáneo de su elección.
Se dispuso el trámite de rigor, con la vinculación del Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, a quienes se concedió el término de dos días para ejercer el derecho de defensa, a la vez que se solicitaron copias del juzgado accionado relacionadas con el tema cuestionado. 
De esta dependencia se informó que la respectiva acción popular fue remitida por competencia a la ciudad de Bogotá el pasado mes de septiembre. La Procuraduría recordó que su gestión en las acciones populares se limita a la protección de los intereses colectivos. 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, bajo la premisa del aparente desconocimiento, se entiende, de la regla fijada para asumir el conocimiento, por competencia, de la acción popular promovida por el interesado.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
Para la Sala no todos los requisitos generales se satisfacen. 

Por una parte, si el auto que rechazó la demanda y ordenó su remisión a otra ciudad, data del mes de septiembre de 2015, es claro que se rompe la regla de la inmediatez, propia de esta clase de actuaciones, pues entre esa fecha y la de promoción del amparo (29 de julio de 2016), transcurrieron más de seis meses, que es el tiempo que se estima razonable para procurar por esta vía el quiebre de una decisión judicial, sin que se exprese o pruebe razón alguna que hubiera impedido hacerlo antes. 

Y aun superado este escollo, se tiene que si el Juzgado Civil del Circuito de Bogotá, al que se remitió la demanda, no hubiera tomado ninguna determinación, todavía estaría por definirse lo relativo a la competencia, porque es sabido que al recibir el expediente del caso, tendría la opción de asumir la misma o, en caso contrario, generar el conflicto correspondiente, que dirimiría la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. Y si es que ya hubiera asumido, al actor le quedaba expedito el camino para refutar tal determinación. Si ello es así, en cuanto al primer caso, queda al descubierto lo prematuro del presente trámite, pues en el camino habría unas alternativas para el accionante de recurrir la providencia que eventualmente se dicte, lo que indica que se incumple el requisito de la subsidiariedad, ya que existiría otro remedio de defensa judicial por agotar. Y en el segundo igual, pues, no hay evidencia alguna sobre la gestión que hubiese efectuado dentro de la concerniente demanda, si es que no se renegó de la competencia.
Por consiguiente, en los términos del numeral 1° del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, en cuanto al despacho judicial demandado, la acción habrá de declararse improcedente.

  



Ahora, en lo que tiene que ver con la Defensoría del Pueblo, Regional (Caldas), toda vez que no son pocas las demandas de tutela promovidas por el mismo interesado frente a diversos despachos judiciales de este Distrito Judicial, conocidas por la Sala, en las que involucra a esta misma entidad por los mismos hechos e iguales pretensiones que acá se consignan, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia se ha ocupado del tema y en reciente oportunidad sobre el particular, en la que trae a colación pronunciamientos anteriores, indicó:

                      “Establece el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 que «cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes».
  

La Corporación, frente al tema, viene señalando que, 

                                   (…) la acción de tutela está sujeta al principio de la unicidad de su promoción, que prohíbe que la idéntica queja constitucional sea presentada en varias oportunidades y por la misma persona o su representante, o que su reiterada invocación se realice sin motivo expresamente justificado; precepto que tipifica una forma de temeridad en esta materia y que conlleva a examinar si la nueva protección es igual a la anterior, vale decir, si entre ambas existe identidad de hechos y derechos, así como de las partes, sin importar que tengan algunas diferencias incidentales; y por último, si la repetición del amparo obedece a motivo justificado, como sería, por ejemplo, la ocurrencia de sucesos nuevos (CSJ, STC 21 oct. 2009, rad. 01841-00, citada en STC16579-2015, 2 dic., rad. 00442-01).

 

Respecto de esa figura jurídica se ha explicado que, 

 


(…) la temeridad relacionada en la norma antes citada, conlleva a examinar si la nueva acción es igual a la anterior, vale decir, si entre ambas existe identidad de hechos y derechos, así como las partes accionante y accionada, no importa que tengan algunas diferencias incidentales (CSJ STC, 31 de jul. 2014, rad. 01590-00, reiterada en STC13601-2015, 10 oct., rad. 02281-00).

  

La situación descrita se presenta en este caso, pues, en la sentencia STC1602 de 11 de febrero de 2016, radicado 00608-01, entre otras, la Sala estudió un resguardo del mismo demandante Javier Elías Arias Idárraga, porque «la Defensoría del Pueblo se ha negado (…) a cumplir con su (…) deber de impetrar tutelas a [su] nombre», con lo cual dijo transgredirse «los derechos al debido proceso, igualdad y acceso a la administración de justicia», concluyéndose que no podía progresar debido a 

   


(…) la ausencia de evidencia probatoria que permita colegir lesión de prerrogativas fundamentales por parte de la Defensoría del Pueblo, pues no obra en el plenario material de convicción del cual se desprenda que esa entidad menoscabó las garantías invocadas o se negó a formular demandas constitucionales a petición del aquí solicitante (STC15201-2015, reiterada 11 feb. 2016, rad. STC1602-2016).

En este asunto, como en aquél, se invoca «el debido proceso», presuntamente afrentado con la negativa de aquella entidad de interponer tutelas a nombre del interesado. Por ende, el conflicto y los presupuestos fácticos son idénticos. 

Entonces, ante la coincidencia en sujetos procesales, hechos y derechos, la salvaguarda resulta temeraria de manera parcial, es decir, únicamente en lo referente a la Defensoría del Pueblo Regional Caldas, toda vez que simplemente replantea un tema que previamente había sido sometido al escrutinio de la jurisdicción constitucional.”
  


   



De esa lectura se desprende que la denuncia radica en la misma situación fáctica que se trae ahora a colación y, por consiguiente, como no se advierte aquí un hecho diferenciador de peso, que permitiera abordar el asunto desde otra óptica, sin mucho que trasegar se concluye que la acción resulta igualmente improcedente y así se declarará. 

 



Con referencia a las “pretensiones” de que se escanee su tutela y se remita copia del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales. Se negarán, por infundadas, las solicitudes referidas al aporte de documentos, ya que nada tiene que ver con la trasgresión de los derechos que se invocan, entre otras cosas, porque tal requerimiento debe hacérselo al juzgado mismo, y ante la improsperidad del amparo, cae de su peso la petición de que se ordene a la demandada abstenerse de generar este tipo de controversias.





Se absolverá a las demás entidades vinculadas, por no hallar de su parte trasgresión alguna respecto de los derechos invocados en amparo.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, DECLARA IMPROCEDENTE la protección reclamada contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local y la Defensoría del Pueblo, Regional Caldas.

Por infundadas se niegan las pretensiones adicionales.

Se absuelve a las entidades vinculadas de oficio al asunto.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Una vez regrese el asunto, si el fallo no fuere objeto de alzada, ni revisado, se dispone el archivo del mismo, sin más trámites.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                       DUBERNEY GRISALES HERRERA

� Sentencia C-543-92


� CSJ, SCC, acción de tutela, radicación 66001-22-13-000-2016-00497-00, exp. STC7600-2016; sentencia del 9 de junio de 2016; MP Fernando Giraldo Gutiérrez
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